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Resumen

Desde 2001, cientos de estudios académicos han examinado la “maldi‐
ción política de los recursos”, es decir, la afirmación de que la riqueza
en recursos naturales tiende a afectar negativamente la gobernanza de
un país. Hoy existe evidencia sólida de que un tipo de riqueza mineral,
el petróleo, tiene al menos tres efectos nocivos: tiende a hacer más du‐
raderos los regímenes autoritarios, a aumentar ciertos tipos de corrup‐
ción y a contribuir a desencadenar conflictos violentos en los países de
ingresos bajos y medios. Los académicos también han avanzado hacia
la comprensión de los mecanismos que conducen a estos resultados y
de las condiciones que los hacen más probables. Este ensayo revisa la
evidencia que respalda estas afirmaciones, los debates sobre su validez
y algunos de los enigmas no resueltos para la investigación futura.

Introducción

¿Conduce la riqueza en recursos naturales a la disfunción política? De
2001 a 2013, cientos de estudios académicos abordaron esta cuestión.
Hoy existe evidencia considerable de que bajo ciertas condiciones un
tipo de riqueza en recursos —el petróleo— tiende a producir una “mal‐
dición política de los recursos”. La maldición de los recursos podría de‐
finirse como los efectos adversos de la riqueza en recursos naturales
de un país sobre su bienestar económico, social o político. El término
fue utilizado por primera vez por escrito por el geógrafo económico Ri‐
chard Auty en 1993 (Auty 1993). Durante la última década ha sido em‐
pleado tanto por académicos como por responsables de políticas públi‐
cas para explicar una amplia gama de males en los países ricos en re‐
cursos, particularmente en África, Oriente Medio, América Latina y la
antigua Unión Soviética. El Banco Mundial, el G20 y el Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD/UNDP) han lanzado nuevas
iniciativas para detener la maldición de los recursos. Se han forjado
dos acuerdos de múltiples partes interesadas: el Sistema de Certifica‐
ción del Proceso de Kimberley y la Iniciativa para la Transparencia de
las Industrias Extractivas (EITI). Tanto los Estados Unidos como la
Unión Europea han adoptado nuevas leyes de transparencia diseñadas
explícitamente para aliviar la maldición en los países exportadores de
recursos. Decenas de organizaciones no gubernamentales, nuevas y
antiguas, se han dedicado a esta cuestión.



La idea de una maldición de los recursos también ha influido en mu‐
chos debates de la ciencia política —por ejemplo, sobre las causas de
las transiciones democráticas (Gassebner et al. 2012), el papel de la tri‐
butación en la construcción de Estados (Brautigam et al. 2008, Smith
2008), las consecuencias de la ayuda exterior (Bermeo 2011, Ahmed
2012) y los factores que afectan el inicio, la duración y la gravedad de
la guerra civil (Fearon & Laitin 2003, Weinstein 2007). Una amplia lite‐
ratura en economía pregunta cómo afecta la riqueza en recursos natu‐
rales al crecimiento económico (Wick & Bulte 2009, van der Ploeg 2011,
Frankel 2012).

Este review examina los efectos políticos de las dotaciones de recursos,
particularmente sobre la rendición de cuentas gubernamental, la cali‐
dad de las instituciones estatales y la incidencia de la guerra civil.
Aborda tres preguntas:

¿Cuáles son los hallazgos más sólidos sobre estas cuestiones?
¿Cuáles son los principales desafíos a estos hallazgos y qué tan
válidos son?
¿Cuáles son las brechas más importantes en nuestro conocimiento?

Sostengo a continuación que existe evidencia sólida de que un tipo de
riqueza en recursos —el petróleo— tiene al menos tres efectos impor‐
tantes: tiende a hacer más duraderos los regímenes autoritarios; con‐
duce a una mayor corrupción; y contribuye a desencadenar conflictos
violentos en los países de ingresos bajos y medios, particularmente
cuando se ubica en el territorio de grupos étnicos marginados. Los
efectos sobre el autoritarismo y el conflicto parecen ser fenómenos
recientes, que emergieron después de la década de 1970.

Hay tres debates principales sobre estos efectos. El primero trata sobre
las condiciones bajo las cuales el petróleo tiene estos efectos. Los aca‐
démicos generalmente coinciden en que estos efectos son condiciona‐
les y, por tanto, limitados en alcance, pero no hay consenso sobre cuá‐
les son esas condiciones. Una gran fracción de las condiciones hipoteti‐
zadas se mide de maneras colineales, lo que dificulta distinguirlas en‐
tre sí. Un segundo debate, relacionado, gira en torno a los mecanismos
que generan estos efectos condicionales, aunque en una cuestión —la
relación entre el petróleo y el conflicto civil— muchos estudios
apuntan ahora a un proceso subyacente similar.

El tercer debate trata sobre si la maldición de los recursos es real o ilu‐
soria. Aunque la mayoría de los estudios reportan evidencia de algún
tipo de maldición de los recursos, una minoría significativa sugiere que
la apariencia de una maldición de los recursos es un artefacto estadísti‐
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co creado por el sesgo de endogeneidad o de variables omitidas. Otros
plantean una segunda objeción: que los efectos perjudiciales del petró‐
leo pueden ser reales pero se ven contrarrestados por efectos benéficos
que comúnmente se pasan por alto.1

Casi toda la investigación sobre la maldición de los recursos se basa en
datos observacionales, lo que dificulta resolver estas disputas. También
es difícil arbitrar afirmaciones sobre fenómenos que están mal medi‐
dos (como la calidad de las instituciones) o que se observan con poca
frecuencia (como las guerras civiles). Aun así, sostengo que la primera
objeción (que la apariencia de una maldición de los recursos se debe a
variables endógenas u omitidas) queda contradicha por un amplio
cuerpo de evidencia, mientras que la segunda objeción (que los efectos
nocivos se ven compensados por otros benéficos) puede ser válida en
ocasiones.

Algunos académicos han argumentado que hay en curso un cuarto de‐
bate, en el que quienes creen que la riqueza en recursos es incondicio‐
nalmente nociva y daña por igual a todos los Estados se oponen a quie‐
nes sugieren que solo es nociva bajo ciertas condiciones (Smith 2007,
Morrison 2013, Waldner & Smith 2015). Sin embargo, es difícil encon‐
trar un solo estudio académico que defienda la primera posición. Sería
más preciso señalar que ha habido un cambio de énfasis: los estudios
de finales de los años 1990 y principios de los 2000 prestaron más aten‐
ción a identificar el efecto promedio del tratamiento de la riqueza en
recursos naturales sobre una población de Estados; los estudios más
recientes buscan explicar por qué los resultados varían en la población
tratada. Las dos preguntas, no obstante, son partes complementarias
de la misma agenda de investigación.

Este ensayo señala cuestiones que aún no están resueltas. Estas inclu‐
yen el alcance del efecto de los recursos, las condiciones bajo las cuales
ocurre, los mecanismos que lo explican y la mejor manera de reme‐
diarlo. Se ha dedicado mucha atención al problema, pero prácticamen‐
te ninguna a la identificación de soluciones.

La mayoría de los estudios sobre la maldición de los recursos están li‐
mitados por la escasez de datos de alta calidad. Algunos de los datos
que los académicos más fervientemente desean —por ejemplo, sobre el
tamaño real y la disposición de los ingresos por recursos naturales, o la
operación de las compañías petroleras estatales— suelen ser ocultados
o mal reportados por los gobiernos. Hasta hace poco, la mayoría de los
estudios se han basado en el análisis estadístico de grandes conjuntos
de datos con una única observación para cada país y año —conjuntos
de datos que han sido explotados hasta el punto de rendimientos de‐



crecientes (y quizás más allá). Hay una tendencia prometedora hacia la
investigación subnacional, donde los datos suelen ser mejores y las es‐
trategias de identificación más convincentes. Sin embargo, no todas las
preguntas son susceptibles de pruebas subnacionales; el efecto de la ri‐
queza en recursos sobre la durabilidad autoritaria, por ejemplo, es
sumamente difícil de probar con datos subnacionales.

La siguiente sección examina cómo los estudios de este tema definen y
miden la parte de “recursos” de la “maldición de los recursos”. Las tres
secciones siguientes resumen la investigación sobre las maneras en
que los recursos naturales afectan resultados clave: la democracia y la
democratización, la calidad de las instituciones gubernamentales y la
incidencia de la guerra civil. La sección final examina enigmas
importantes para la investigación futura.

¿QUÉ SON LOS RECURSOS NATURALES Y CÓMO SE MIDEN?

Durante las últimas dos décadas, los académicos que estudian la maldi‐
ción de los recursos han definido “recursos naturales” de docenas de
maneras. Esto es tanto bueno como malo: significa que los investigado‐
res han explorado muchas dimensiones potencialmente trascendentes
de la riqueza en recursos, pero también les ha facilitado elegir entre
medidas alternativas para generar un resultado dado.

Hay tres componentes en la mayoría de las definiciones de “recursos
naturales”. El primero es el tipo de recurso. Los primeros estudios de
Sachs & Warner (1995) y Collier & Hoeffler (1998) examinaron medidas
amplias de recursos que incluían el petróleo, otros minerales y produc‐
tos agrícolas. Hoy en día, los productos agrícolas rara vez se consideran
parte de la maldición de los recursos —tanto porque se producen, no
se extraen (y por tanto no cumplen las definiciones estándar de recur‐
sos naturales), como porque rara vez se correlacionan con resultados
desfavorables. Relativamente pocos estudios han examinado de cerca
los efectos de los minerales no combustibles (Sorens 2011), los produc‐
tos forestales (Price 2003, Harwell et al. 2011) y las materias primas en
general (Besley & Persson 2011, Bazzi & Blattman 2013).

Solo un tipo de recurso se ha correlacionado de manera consistente
con menos democracia y peores instituciones: el petróleo, que es la va‐
riable clave en la gran mayoría de los estudios que identifican algún
tipo de maldición. Una gama más amplia de recursos —incluidos el pe‐
tróleo, las piedras preciosas y otros tipos de minerales de alto valor—
se ha relacionado con el conflicto civil. Varios estudios han intentado



explicar por qué diferentes recursos parecen tener consecuencias polí‐
ticas distintas, pero ninguna explicación ha sido sometida a pruebas
cuidadosas (Le Billon 2001, 2012; Ross 2003).

El segundo componente identifica la cualidad sobresaliente del recur‐
so. Las opciones comunes incluyen la cantidad de producción, el valor
de la producción, las rentas generadas por la producción y el valor de
las exportaciones. Un número menor de estudios ha examinado el va‐
lor de las reservas de petróleo o minerales, los descubrimientos de pe‐
tróleo, el número de trabajadores empleados en el sector de recursos,
el agotamiento del recurso y los ingresos gubernamentales que genera.

El componente final es el método utilizado para normalizar estos valo‐
res. El analista elige si expresar la cantidad medida como una fracción
del PIB, una fracción de las exportaciones totales, una fracción de los
ingresos gubernamentales totales, por superficie territorial o sobre
una base per cápita.

Estos tres componentes pueden combinarse de docenas de maneras
para generar medidas alternativas de la dotación de recursos naturales
de un país. No existe una única medida “mejor”; diferentes indicadores
se centran en diferentes tipos de recursos y en diferentes propiedades
de estos recursos, y por tanto pueden utilizarse para evaluar diferentes
teorías.

Algunas medidas son endógenas a los resultados que supuestamente
explican. Por ejemplo, una medida común —la dependencia de las ex‐
portaciones de petróleo, es decir, las exportaciones de petróleo como
fracción del PIB— probablemente esté sesgada al alza en los países
más pobres y más propensos a conflictos porque suelen ser demasiado
empobrecidos para consumir el combustible que producen, lo que
hace que exporten más de lo que de otro modo harían. Sobre una base
per cápita, los Estados Unidos producen más petróleo que Nigeria, pero
Nigeria es un exportador mientras que los Estados Unidos no lo es, por‐
que los Estados Unidos son más ricos y consumen todo su petróleo in‐
ternamente. Esto hace difícil interpretar, por ejemplo, las correlaciones
entre la dependencia de las exportaciones de petróleo y la frecuencia
del conflicto violento; ambas podrían verse impulsadas de manera
independiente por la pobreza de un país.

Una de las medidas potencialmente más importantes también se en‐
cuentra entre las más difíciles de obtener: los ingresos gubernamenta‐
les del sector extractivo. Los Estados recaudan estos ingresos de diver‐
sas maneras: mediante regalías, impuestos corporativos, tasas de con‐
cesión, tasas de tránsito, bonos de firma, pagos en especie e ingresos de



empresas estatales. Diferentes tipos de ingresos pueden recaer en dife‐
rentes brazos del Estado —como los ministerios de petróleo y finanzas,
las compañías petroleras estatales y los gobiernos locales— y pueden
transferirse o no a una cuenta central. Los gobiernos también pueden
ocultar sus ingresos de diversas maneras —por ejemplo, subestimando
el valor del combustible que venden internamente. Incluso los indica‐
dores de segunda mejor opción, incluida la medida de ingresos no tri‐
butarios del Banco Mundial, suelen no capturar gran parte de estos
ingresos.[^2]

Para eludir estos problemas, los académicos han recurrido a medidas
alternativas. El valor de la producción de petróleo per cápita (Ross
2008, 2012; Haber & Menaldo 2011), los choques de precios globales
(Besley & Persson 2011, Ramsay 2011) y el descubrimiento de grandes
yacimientos petrolíferos (Cotet & Tsui 2013, Lei & Michaels 2014) han
servido como instrumentos o medidas directas de la riqueza en recur‐
sos. Otros han utilizado datos sobre reservas de petróleo, el agotamien‐
to del petróleo o el número de plataformas de perforación en funciona‐
miento, aunque estos datos están tanto mal medidos como a menudo
son endógenos a los resultados de interés (Laherrère 2003, Tsui 2011).

Los escépticos de la maldición de los recursos sugieren que cualquier
medida influida por las decisiones locales sobre la extracción de recur‐
sos —como el valor de la producción de petróleo, las exportaciones de
petróleo, los ingresos petroleros o las reservas de petróleo— podría ser
endógena a los resultados que nos importan, como el gobierno autori‐
tario, la debilidad estatal o el conflicto violento. Si cualquiera de estos
males hiciera que los países descubrieran más petróleo, o extrajeran
sus reservas existentes más rápidamente, los observadores podrían ha‐
cer estimaciones sesgadas de los efectos de la riqueza petrolera y reci‐
bir una impresión incorrecta de una maldición de los recursos (Haber
& Menaldo 2011, Wacziarg 2012). Sin embargo, los estudios empíricos
muestran consistentemente que ocurre lo contrario: las malas condi‐
ciones políticas conducen a menos exploración y producción de petró‐
leo, no a más. Bohn & Deacon (2000) demuestran que los países con
instituciones poco democráticas y conflicto endémico tienden a ser ma‐
los riesgos de inversión para las empresas extractivas; por tanto, estos
países tienden a tener tanto menos exploración como tasas de extrac‐
ción más lentas, un hallazgo consistentemente confirmado por estudios
posteriores (Cotet & Tsui 2013, Cust & Harding 2013, Poelhekke & van
der Ploeg 2013, Metcalf & Wolfram 2014).

Las democracias ricas tienen alrededor de diez veces más inversión ex‐
tranjera en todos los tipos de minería, por kilómetro cuadrado, que el
mundo en desarrollo o los países de la antigua Unión Soviética (Ross



2012). Gracias a estas inversiones más grandes, los activos minerales
registrados son aproximadamente 12 veces mayores per cápita en las
democracias de altos ingresos que en los países de bajos ingresos (van
der Ploeg 2011). Por tanto, los descubrimientos, las reservas y la pro‐
ducción de petróleo tienden a estar sesgados a la baja en los países con
menos democracia y más conflicto. Si no hubiera maldición de los re‐
cursos, deberíamos observar menos riqueza petrolera, no más, en los
países políticamente problemáticos.

RIQUEZA EN RECURSOS Y DEMOCRACIA

Muchos libros y artículos han analizado la relación entre la riqueza en
recursos, especialmente la riqueza petrolera, y la rendición de cuentas
gubernamental. La mayoría son ampliamente consistentes con la afir‐
mación de que niveles más altos de riqueza petrolera hacen a los go‐
biernos autocráticos más estables y, por tanto, menos propensos a
transitar hacia la democracia.

La Figura 1 resume la relación global entre la riqueza petrolera y las
transiciones democráticas entre 1960 y 2008. El patrón sugiere que
cuanto mayor es el ingreso petrolero de un país, menos probable ha
sido que transite hacia la democracia. Los países que se volvieron de‐
mocráticos tempranamente y permanecieron democráticos —por
ejemplo, la República Dominicana, Turquía, Portugal y España— te‐
nían poco o ningún petróleo. Un puñado de países con riqueza modes‐
ta en petróleo y gas, como Bolivia, Rumania y México, tuvo transicio‐
nes a la democracia más recientes (y a veces más erráticas); pero nin‐
gún país con ingresos por petróleo y gas mayores que los de México ha
logrado volverse democrático con éxito desde 1960. La mayoría de los
países en el extremo derecho del eje horizontal —Estados con mucho
petróleo y sin transiciones democráticas— se encuentran en Oriente
Medio y el norte de África; pero el grupo también incluye a Rusia,
Angola, Gabón, Brunéi y Malasia.

La conexión entre la riqueza petrolera y el gobierno autocrático ha
sido descrita durante mucho tiempo por los académicos de los países
ricos en recursos, particularmente en Oriente Medio (Mahdavy 1970,
Beblawi 1987, Crystal 1990, Bellin 1994, Gause 1994, Yates 1996,
Chaudhry 1997, Vandewalle 1998). Los primeros estudios cuantitativos
transnacionales incluyen a Barro (1999) y Ross (2001a).

El hallazgo central de que una mayor riqueza petrolera se asocia con
menos democracia se ha replicado muchas veces, utilizando mejores
datos y métodos cada vez más sofisticados; los estudios recientes repor‐
tan que es robusto al uso de efectos fijos de país (Aslaksen 2010, Tsui



2011, Andersen & Ross 2014) y de variables instrumentales (Ramsay
2011, Tsui 2011). Un análisis de límites extremos identificó la depen‐
dencia del petróleo como uno de los pocos correlatos robustos de los ti‐
pos de régimen (Gassebner et al. 2012). Un meta-análisis estadístico de
la cuestión petróleo–democracia, que integró los resultados de 29 estu‐
dios y 246 estimaciones empíricas, concluyó que el petróleo tenía un
efecto negativo, no trivial y robusto sobre la democracia (Ahmadov
2014). Prichard et al. (2014) revisitan esta cuestión, utilizando un con‐
junto de datos transnacional nuevo y muy mejorado sobre los ingresos
por recursos y una amplia gama de pruebas econométricas; reportan
que los ingresos gubernamentales procedentes de los recursos natura‐
les tienen un efecto grande y estadísticamente robusto sobre la
persistencia autocrática.

Gran parte de esta investigación ha intentado clarificar las condiciones
bajo las cuales la riqueza petrolera tiene estos efectos antidemocráti‐
cos. Hay dos posibilidades generales: el petróleo podría fortalecer a los
gobiernos autoritarios y evitar que transiten hacia la democracia; y po‐
dría debilitar a los gobiernos democráticos y empujarlos hacia el auto‐
ritarismo. La mayoría de los estudios sobre esta cuestión encuentran
apoyo para la primera condición, pero los resultados sobre la segunda
condición son mixtos.

La primera condición también es consistente con la investigación so‐
bre la supervivencia en el cargo de los líderes autoritarios, más que de
los regímenes autoritarios. Tanto Cuaresma et al. (2010) como Ander‐
sen & Aslaksen (2013) muestran que la riqueza petrolera prolonga la
supervivencia en el cargo de los gobernantes autoritarios; Andersen &
Aslaksen también encuentran que los diamantes de kimberlita tienen
un efecto similar, mientras que los diamantes aluviales y otros tipos de
minerales pueden reducir la longevidad de los líderes y partidos auto‐
ritarios. Examinando exclusivamente a los Estados africanos, Omgba
(2009) encuentra que el petróleo, pero no otros recursos minerales,
ayuda a los titulares a permanecer en el cargo. Bueno de Mesquita &
Smith (2010) reportan que las rentas de los recursos naturales ayudan
a los líderes autoritarios tanto a evitar las amenazas revolucionarias
como a sobrevivirlas cuando ocurren.

Varios estudios también concluyen que el petróleo hace a las autocra‐
cias más autocráticas, al reducir la libertad de prensa (Egorov et
al. 2009) y al obstaculizar el surgimiento de una legislatura autoritaria
(Gandhi & Przeworski 2007). Según Wright et al. (2015), los aumentos
en la riqueza petrolera ayudan a los regímenes autocráticos a repeler a
otros retadores autocráticos.



El impacto de la riqueza petrolera en las democracias es más ambiguo.
Un conjunto de estudios reporta que el petróleo tiene efectos prodemo‐
cráticos en las democracias, ya sea haciendo a los gobiernos más esta‐
bles (y por tanto menos propensos a volverse autocracias) o mejorando
sus puntuaciones de democracia (Smith 2004, Dunning 2008, Morrison
2009, Tsui 2011).[^3] De ahí que Smith (2004) argumente que el petró‐
leo podría caracterizarse mejor como “proestabilidad de régimen” que
como “antidemocrático”, puesto que ayuda tanto a las autocracias
como a las democracias a sobrevivir.

Pero un segundo grupo de estudios no encuentra evidencia de que el
petróleo ayude a estabilizar los regímenes democráticos (Ulfelder 2007,
Caselli & Tesei 2011, Al-Ubaydli 2012, Wiens et al. 2014) o a los gober‐
nantes (Andersen & Aslaksen 2013). Y un tercer grupo, más pequeño,
sugiere que el efecto del petróleo sobre la estabilidad democrática es
condicional: podría estabilizar a las democracias que son ricas y tienen
instituciones sólidas, pero fomentar el colapso de la rendición de cuen‐
tas en las democracias más pobres o con instituciones más débiles
(Jensen & Wantchekon 2004, Ross 2012).

Han surgido nuevos conocimientos sobre esta cuestión a partir de estu‐
dios subnacionales en democracias y semidemocracias, incluidos Ar‐
gentina (Gervasoni 2010), Brasil (Brollo et al. 2013, Monteiro & Ferraz
2010), India (Asher & Novosad 2014), Irán (Mahdavi 2015) y los Estados
Unidos (Goldberg et al. 2008, Wolfers 2009). Todos estos estudios en‐
cuentran que los ingresos inesperados del petróleo (o, en los estudios
de Brollo et al. y de Gervasoni, transferencias federales similares a in‐
gresos inesperados) tienden a alargar los mandatos en el cargo de los
funcionarios locales electos.

Dos de estos estudios también sugieren que la mayor ventaja del titular
va acompañada de una caída en la calidad de los candidatos. En Brasil,
Brollo et al. (2013) encuentran que las transferencias federales simila‐
res a ingresos inesperados que son plausiblemente exógenas a las con‐
diciones locales aumentan simultáneamente las tasas de reelección y
reducen los niveles educativos de los candidatos a alcalde. En las regio‐
nes ricas en minerales de la India, Asher & Novosad (2014) reportan
que los choques de precios globales conducen tanto a ventajas del titu‐
lar en las elecciones locales como a victorias más frecuentes de
candidatos con antecedentes penales.



Los siete estudios subnacionales sugieren que los ingresos inesperados
en contextos democráticos o semidemocráticos tienen efectos pro-titu‐
lar. Si esto debe verse como una estabilización de la democracia o un
socavamiento de la misma es, en parte, una cuestión de interpretación.

Los investigadores también han intentado identificar condiciones adi‐
cionales entre las autocracias que atenúan o exacerban los efectos del
petróleo. Varios estudios argumentan que mucho depende de la capaci‐
dad del gobernante para capturar las rentas de los recursos disponi‐
bles (Snyder & Bhavnani 2005, Boschini et al. 2007, Greene 2010). Ross
(2012) hace un argumento similar y lo sitúa en un contexto histórico.
Su trabajo sugiere que el petróleo solo adquirió fuertes poderes antide‐
mocráticos a finales de los años 1970, después de que la mayoría de los
países en desarrollo ricos en petróleo nacionalizaran sus industrias pe‐
troleras, lo que dio a los líderes políticos un acceso mucho mayor a las
rentas. De 1960 a 1979, los Estados petroleros y los no petroleros tenían
la misma probabilidad de transitar hacia la democracia; después de
1979, los Estados no petroleros tenían casi tres veces más probabilida‐
des de realizar transiciones democráticas (Ross 2012).

Dunning (2008) argumenta en favor de un tipo diferente de influencia
condicional, sugiriendo que el petróleo obstaculiza la democratización
en los países con bajos niveles de desigualdad, pero acelera la demo‐
cratización en los países con altos niveles de desigualdad al aliviar la
preocupación de las élites ricas de que la democracia conduzca a la ex‐
propiación de sus activos privados. Esta es la razón por la que, según
Dunning, el petróleo tuvo efectos prodemocráticos en América Latina
pero efectos antidemocráticos en el resto del mundo. Según Smith
(2007), la variable interviniente clave es el momento del auge petrole‐
ro. Si ocurre antes de que un régimen autoritario haya desarrollado un
partido gobernante o coalición fuerte, es poco probable que cree esta‐
bilidad; si llega después de la creación de un partido gobernante o coa‐
lición fuerte, se vuelve más probable que fomente la estabilidad autori‐
taria.

Muchos estudios buscan identificar los mecanismos que vinculan más
petróleo con menos democracia. Quizás el argumento más común sea
el del “efecto rentista”: un flujo abundante de ingresos petroleros per‐
mite a los titulares tanto reducir impuestos como aumentar el cliente‐
lismo y los bienes públicos, lo que les hace posible comprar a un con‐
junto más amplio de posibles retadores y reducir la disidencia (Mahda‐
vy 1970, Crystal 1990, Ross 2001a). Un supuesto importante es que los
ingresos tributarios y los ingresos no tributarios tienen efectos diferen‐
tes sobre la estabilidad autoritaria. Cuando los gobiernos no democrá‐
ticos imponen impuestos más altos (o reducen subsidios), a menudo se



enfrentan a demandas de mayor rendición de cuentas; cuando obtie‐
nen mayores ingresos no tributarios, pueden reducir la tributación y,
por tanto, atenuar estas demandas (Bates & Lien 1985, Ross 2004a,
Brautigam et al. 2008).

Varios estudios han puesto a prueba versiones del mecanismo rentista
con datos transnacionales. Morrison (2009) reporta que el ingreso no
tributario se asocia con una mayor estabilidad de régimen tanto en las
autocracias como en las democracias, pero a través de caminos algo di‐
ferentes: conduce a un mayor gasto social en las autocracias pero a
una menor tributación de las élites en las democracias. Según Ross
(2012), hay apoyo estadístico para el mecanismo rentista en los datos
transnacionales disponibles, pero las correlaciones son algo frágiles,
quizás debido a datos inexactos y faltantes.

Un puñado de estudios ha examinado el efecto rentista con datos su‐
bnacionales. McGuirk (2013) utiliza datos de encuestas a nivel micro de
15 países del África subsahariana y encuentra fuertes correlaciones
dentro de los países entre el aumento de las sumas de las rentas de los
recursos naturales, las disminuciones en el cumplimiento (percibido)
de la tributación y los descensos en la demanda de gobernanza demo‐
crática. Uno de los pocos experimentos de campo sobre la maldición de
los recursos, que involucró a 1.863 aldeanos del distrito de Blora, en In‐
donesia, encontró que un tratamiento de “tributación” condujo a un
mayor monitoreo de los funcionarios públicos, pero que un tratamien‐
to de “ingreso inesperado” no lo hizo (Paler 2013).

El modelo rentista supone que la riqueza en recursos no afecta las pre‐
ferencias de los gobernantes, solo su capacidad fiscal para actuar se‐
gún esas preferencias. Un conjunto alternativo de enfoques —explora‐
do formalmente por Robinson et al. (2006), Morrison (2007) y Caselli &
Cunningham (2009), e informalmente por Fish (2005)— sugiere que los
recursos afectan el valor que los líderes otorgan a permanecer en el
cargo, más que sus capacidades. Según estos modelos, la disponibilidad
de rentas de los recursos hace más valiosa la permanencia en el cargo,
induciendo a un gobernante a invertir más en actividades de
preservación del régimen.

Muchas teorías adicionales conectan el petróleo con la autocracia o la
permanencia en el cargo. Los autócratas ricos en petróleo pueden in‐
vertir más fuertemente en represión (Ross 2001a, Cotet & Tsui 2013) o
gastar más en el ejército para mantenerlo leal si ocurriera un levanta‐
miento (Wright et al. 2015). El petróleo podría ayudar a los líderes no
democráticos a conseguir el apoyo extranjero que necesitan para repe‐
ler a los retadores (Rajan 2011). La calidad fija de los recursos minera‐



les podría hacer más difícil para las élites de los Estados autoritarios
transferir su riqueza al extranjero, lo que podría llevarlas a oponerse
más vigorosamente a las reformas democráticas (Boix 2003). Las rentas
petroleras podrían impulsar la inmigración, lo que puede mejorar la
capacidad del gobierno para bloquear los movimientos democráticos
(Bearce & Hutnick 2011).

Ha habido tres tipos de desafíos a la afirmación de que el petróleo pro‐
longa las autocracias. El primero proviene de estudios que ponen a
prueba una versión alternativa de la maldición de los recursos. La ma‐
yoría de las afirmaciones sobre los efectos del petróleo se centran en
los niveles: niveles más altos de riqueza petrolera conducen a regíme‐
nes autoritarios más duraderos. Sin embargo, una cuestión igualmente
interesante es si los cambios en los niveles de riqueza petrolera condu‐
cen a cambios en los niveles de democracia. No hay razón para supo‐
ner que los niveles y los cambios tengan efectos idénticos. Por ejemplo,
los niveles de ingreso más altos se asocian con un aumento en la pro‐
babilidad de una transición democrática, pero los cambios en estos ni‐
veles (es decir, el crecimiento económico) tienen el efecto opuesto
(Miller 2012, Treisman 2013).

Varios estudios recientes utilizan enfoques estadísticos que se centran
en los cambios en la riqueza petrolera. Todos reportan que estos cam‐
bios no están correlacionados con cambios posteriores en la rendición
de cuentas democrática (Haber & Menaldo 2011, Brückner et al. 2012,
Wacziarg 2012, Liou & Musgrave 2013). Varios interpretan estos hallaz‐
gos como evidencia de que no existe la maldición de los recursos. Sin
embargo, los estudios posteriores que modelan simultáneamente los
efectos de los niveles de riqueza petrolera y los cambios en la riqueza
petrolera sugieren que ambos lados pueden tener razón. Los niveles
más altos tienden a obstaculizar la democracia, mientras que los au‐
mentos a corto plazo en estos niveles no tienen un efecto consistente
(Andersen & Ross 2014, Wright et al. 2015).

Una manera de reconciliar estos hallazgos con el resto de la literatura
es distinguir entre los efectos a corto plazo del petróleo (que están re‐
presentados por los cambios) y los efectos a largo plazo (que están re‐
presentados por los niveles). Los ingresos inesperados temporales po‐
drían hacer a un dictador más popular en el corto plazo, pero ser insu‐
ficientes para protegerlo de las fuerzas democráticas cuando los ingre‐
sos caen; Monteiro & Ferraz (2010), por ejemplo, encontraron que los
ingresos inesperados petroleros a nivel municipal en Brasil ayudaron a
los titulares a permanecer en el poder, pero solo a través de un solo
ciclo electoral.



Quizás los autócratas que desean consolidar sus regímenes necesiten al
menos varios años de altos ingresos petroleros para desarrollar institu‐
ciones distribuidoras de rentas duraderas y eficaces. También podrían
necesitar tiempo para acumular un superávit de ingresos en sus fondos
de estabilización o de riqueza soberana, lo que les permitiría mantener
el apoyo cuando se enfrenten a retadores fuertes —un proceso modela‐
do por Bueno de Mesquita & Smith (2010). Si es así, las fluctuaciones de
ingresos a corto plazo importarían poco, mientras que los niveles de
ingresos petroleros importarían mucho. Esto sería consistente con los
hallazgos de Wiens et al. (2014), quienes reportan que la dependencia
de los recursos tiene un efecto modesto a corto plazo pero un efecto
grande a largo plazo sobre la supervivencia de las autocracias. Tal con‐
clusión también sería respaldada por Prichard et al. (2014), quienes en‐
cuentran que los estimadores que se basan en primeras diferencias (y
por tanto capturan los efectos a corto plazo) muestran correlaciones
relativamente débiles entre los ingresos por recursos y la autocracia,
[^4] mientras que los estimadores que se centran en las diferencias de
niveles (y por tanto capturan efectos a más largo plazo) encuentran
correlaciones mucho más fuertes.[^5]

El segundo desafío a las afirmaciones de un vínculo petróleo–autocra‐
cia es la identificación causal. Concebiblemente, la correlación entre la
riqueza petrolera y la gobernanza autocrática podría ser endógena o
estar impulsada por variables omitidas. Haber & Menaldo (2011), Gur‐
ses (2011) y Wacziarg (2012) utilizan todos este argumento para expli‐
car por qué los cambios en el ingreso petrolero parecen no tener efecto
sobre la democracia.

Sin embargo, hay otras maneras de interpretar estos análisis. Andersen
& Ross (2014) argumentan que Haber & Menaldo se niegan a poner a
prueba la versión de la hipótesis de la maldición de los recursos más
ampliamente respaldada (es decir, que los niveles más altos de ingresos
petroleros ayudan a las autocracias a permanecer en el poder); que ex‐
traen inferencias inválidas de sus datos longitudinales; y que no tienen
en cuenta los cambios a lo largo del tiempo en la distribución global de
las rentas del petróleo. Según Andersen & Ross, la riqueza petrolera
solo se convirtió en un obstáculo para las transiciones democráticas
después de las expropiaciones de los años 1970, que permitieron a los
gobiernos de los países en desarrollo capturar las rentas petroleras que
antes eran desviadas por las empresas de propiedad extranjera. Mues‐
tran que los resultados estadísticos de Haber & Menaldo —que em‐
plean datos que cubren el período de 1800 a 2006— pueden revertirse
simplemente añadiendo a los modelos una variable ficticia para el pe‐
ríodo posterior a 1980. Wright et al. (2015) confirman este hallazgo, re‐
portando que los niveles más altos de riqueza petrolera disuadieron



las transiciones democráticas entre 1980 y 2007, pero no entre 1947 y
1979. Wright et al. también muestran que una pieza crítica del análisis
de Haber & Menaldo estaba sesgada por el uso de una muestra que ex‐
cluía 51 países autocráticos, incluidos todos los Estados ricos en
petróleo que nunca han realizado transiciones democráticas.

El desafío final plantea preguntas sobre el impacto neto de la riqueza
petrolera. Incluso si el petróleo tiene un efecto directo negativo sobre
las transiciones democráticas, esto podría verse contrarrestado por un
efecto indirecto positivo producido a través de los ingresos más altos
que la riqueza petrolera tiende a acarrear. Herb (2005) discutió prime‐
ro esta posibilidad y sugirió que estos dos efectos podrían anularse mu‐
tuamente, dejando al petróleo sin efecto neto sobre el tipo de régimen
de un país. Alexeev & Conrad (2009, 2011) abordan el mismo problema
pero utilizan una estrategia empírica diferente para estimar el tamaño
del efecto indirecto; a diferencia de Herb, concluyen que los efectos
antidemocráticos directos del petróleo son más fuertes que sus efectos
prodemocráticos indirectos, lo que sugiere que el efecto neto sigue
siendo antidemocrático.

Resolver esta cuestión es difícil porque el impacto de la riqueza petro‐
lera sobre los ingresos no es sencillo. Muchos argumentan que es con‐
dicional a la calidad ex ante de las instituciones del gobierno (Mehlum
et al. 2006), el tipo de instituciones democráticas (Andersen & Aslaksen
2008), la apertura al comercio (Arezki & van der Ploeg 2011), el nivel de
capital humano (Kurtz & Brooks 2011), la “función de supervivencia”
de los líderes políticos (Caselli & Cunningham 2009) u otros factores
(Torvik 2009). El petróleo también podría tener otros efectos indirectos
—positivos o negativos— que complican aún más nuestra capacidad
para determinar su impacto neto sobre los niveles de ingreso. Hay
poca duda de que los países con concentraciones extremas de riqueza
petrolera (por ejemplo, Arabia Saudita) son mucho más ricos de lo que
de otro modo serían; pero el efecto neto de niveles más moderados de
riqueza petrolera (por ejemplo, la de Nigeria) sobre los ingresos de los
países no es evidente.

En resumen, existe evidencia sólida de que los niveles más altos de ri‐
queza petrolera ayudan a los regímenes autoritarios, y a los gobernan‐
tes autoritarios, a repeler las presiones democráticas. Estos efectos se
atribuyen comúnmente a un mecanismo rentista, aunque otros meca‐
nismos y condiciones también podrían importar. Las fluctuaciones de
ingresos a corto plazo parecen hacer poca diferencia. Aunque varios
estudios han desafiado estos patrones, tanto un meta-análisis como
una prueba de límites extremos parecen confirmar la robustez de la



relación petróleo–autocracia. E incluso los modelos de escépticos como
Haber & Menaldo (2011) parecen indicar la existencia de una maldi‐
ción de los recursos en el período posterior a 1979.

RECURSOS E INSTITUCIONES

La segunda rama de la literatura sobre la maldición de los recursos
examina la relación entre la riqueza en recursos y la calidad de las ins‐
tituciones, es decir, la eficacia de la burocracia gubernamental, la inci‐
dencia de la corrupción, el estado de derecho y, más ampliamente, la
capacidad del Estado para promover el desarrollo económico. Una vez
más, el petróleo se asocia a menudo con resultados nocivos, mientras
que otros recursos minerales normalmente no lo hacen. La mayor par‐
te de esta investigación se inscribe en una de dos categorías.

La primera examina las maneras en que la calidad institucional puede
condicionar los efectos de la riqueza en recursos sobre el crecimiento
económico. Tornell & Lane (1999) desarrollan un modelo que muestra
cómo un Estado con instituciones débiles, al recibir un choque fiscal
positivo (como un auge de recursos), puede sufrir un “efecto de voraci‐
dad” en el que grupos poderosos compiten por el ingreso inesperado,
lo que conduce finalmente a una reducción del crecimiento. Mehlum et
al. (2006) argumentan que los efectos de los recursos naturales sobre el
desempeño económico son condicionales a la calidad de las institucio‐
nes estatales: donde las instituciones son “favorables a los depredado‐
res” (y más propensas a la corrupción), la riqueza en recursos tiende a
reducir el ingreso agregado; donde son “favorables a los producto‐
res” (y menos propensas a la corrupción), eleva el ingreso agregado.
Robinson et al. (2006) desarrollan un argumento paralelo, sugiriendo
que cuando las instituciones son débiles ex ante, los auges de recursos
se disipan a través del empleo público excesivo y el clientelismo; pero
cuando las instituciones fomentan una gobernanza que rinde cuentas
y es competente, los auges de recursos son beneficiosos.

La segunda corriente de investigación pregunta si la riqueza en recur‐
sos naturales puede dañar, o entorpecer la evolución beneficiosa de, las
instituciones mismas; en otras palabras, trata la calidad institucional
como endógena a las dotaciones de recursos. Muchos estudios de este
segundo grupo reportan que la riqueza petrolera o las medidas agrega‐
das de riqueza en recursos se correlacionan inversamente con medi‐
das de calidad institucional (Bulte et al. 2005, Isham et al. 2005, Beck &
Laeven 2006, Knack 2009, Anthonsen et al. 2012, Sala-i-Martin & Subra‐
manian 2013). Wiens (2013) desarrolla un modelo formal que combina



las perspectivas exógena y endógena, mostrando cómo las malas insti‐
tuciones pueden conducir a una maldición de los recursos, que a su
vez hace que las instituciones de baja calidad persistan.

Hay muchas teorías sobre cómo la riqueza en recursos podría perjudi‐
car la calidad institucional. Los altos niveles de ingresos por recursos
podrían, por ejemplo, obstaculizar la capacidad de un Estado para ex‐
traer impuestos de sus ciudadanos, dejando al gobierno “débil”, vulne‐
rable a la búsqueda de rentas e incapaz de desarrollar políticas econó‐
micas sólidas (Beblawi 1987, Chaudhry 1989, Karl 1997); desalentar a
los políticos de invertir en la capacidad burocrática del Estado (Besley
& Persson 2010); alentar a candidatos de menor calidad a competir por
los cargos públicos (Brollo et al. 2013); e inducir a los políticos a des‐
mantelar instituciones bien funcionantes que regulan el uso de los re‐
cursos naturales, con el fin de obtener acceso a las rentas (Ross 2001b).
La volatilidad de estos ingresos podría acortar el horizonte de planifi‐
cación de un gobierno y socavar las inversiones importantes (Karl
1997), mientras que los ingresos inesperados podrían hacer que los in‐
gresos de un gobierno se expandieran más rápido que su capacidad
para gestionarlos de manera eficiente (Hertog 2007, Ross 2012).

Los académicos han hecho esfuerzos especiales para examinar la aso‐
ciación entre los recursos naturales y la corrupción. Varios estudios,
que utilizan regresiones transnacionales o de panel, encuentran fuer‐
tes correlaciones entre la dependencia de los recursos naturales y las
percepciones de corrupción (Leite & Weidmann 1999, Arezki & Brück‐
ner 2011, Sala-i-Martin & Subramanian 2013). Para medir mejor la co‐
rrupción, Andersen et al. (2012) utilizan un conjunto de datos único
que rastrea los depósitos extranjeros en los bancos de los paraísos fis‐
cales; muestra que cuando las autocracias (pero no las democracias)
experimentan un aumento en las rentas del petróleo y el gas, hay un
aumento correspondiente en las transferencias a estos paraísos fisca‐
les.

Los estudios subnacionales también encuentran evidencia de un víncu‐
lo petróleo–corrupción. Utilizando encuestas de hogares, Vicente (2010)
reporta que el descubrimiento de petróleo en Santo Tomé y Príncipe
fue seguido por un gran aumento en la corrupción percibida en mu‐
chos servicios públicos. Brollo et al. (2013) emplean un diseño de regre‐
sión discontinua para identificar los efectos de las transferencias del
gobierno federal de Brasil a los gobiernos municipales; concluyen que
un aumento del 10% en estas transferencias similares a ingresos ines‐
perados se asocia con un aumento de 10 a 12 puntos porcentuales en la
corrupción encontrada por el programa de auditoría aleatoria del go‐
bierno federal. Un segundo estudio de municipios brasileños (Caselli &



Michaels 2013) encontró que los aumentos plausiblemente exógenos
en los ingresos petroleros se asociaban con un mayor gasto en bienes y
servicios públicos; sin embargo, gran parte de este dinero desapareció
y lo más probable es que fuera absorbido por una combinación de ma‐
yor clientelismo y malversación por parte de los altos funcionarios.
Zhu & Wu (2014) encuentran que las empresas mineras en China reali‐
zan pagos corruptos a los funcionarios públicos con una frecuencia
inusual.

El impacto de la riqueza en recursos sobre las instituciones también
puede ser condicional. Andersen et al. (2012), Bhattacharya & Hodler
(2010) y Arezki & Gylfason (2013) ofrecen evidencia de que los recursos
naturales tienen más probabilidades de conducir a la corrupción en las
autocracias que en las democracias. La propiedad gubernamental tam‐
bién podría ser importante. Luong & Weinthal (2010) estudian cinco
Estados ricos en petróleo de la antigua Unión Soviética (Rusia, Azerbai‐
yán, Kazajistán, Turkmenistán y Uzbekistán) y concluyen que la rique‐
za petrolera solo conduce a instituciones estatales debilitadas cuando
el gobierno tiene un papel dominante en la industria petrolera; cuando
el sector privado y los inversores extranjeros tienen un papel más pro‐
minente, es probable que los gobiernos tengan instituciones fiscales
más fuertes.

Las afirmaciones sobre la riqueza petrolera y las instituciones han en‐
frentado las mismas dos preguntas que el resto de la literatura sobre la
maldición de los recursos: si las correlaciones observadas son realmen‐
te causales; y si los efectos directos y nocivos de la riqueza en recursos
se ven contrarrestados por efectos indirectos y benéficos. Busse & Grö‐
ning (2013) se centran en el primer problema. Utilizando variables ins‐
trumentales para abordar la endogeneidad y efectos fijos de país para
dar cuenta de las variables omitidas, reportan que la riqueza en recur‐
sos se asocia con una mayor corrupción pero no con otros indicadores
de calidad institucional. Alexeev & Conrad (2009, 2011) se centran en el
segundo problema y reportan que, una vez que los efectos contrapues‐
tos del petróleo sobre el ingreso han sido plenamente tenidos en cuen‐
ta, el impacto perjudicial de la riqueza en recursos sobre la mayoría de
las medidas de calidad institucional desaparece; solo permanecen los
efectos perversos de la riqueza petrolera sobre la democracia. Kennedy
& Tiede (2013) también examinan el problema de los efectos netos, rea‐
lizando un análisis de límites extremos y empleando 19 indicadores de
calidad institucional. Encuentran poca evidencia de que el petróleo sea
perjudicial para la calidad institucional.



La relación entre la riqueza en recursos y la calidad institucional es ex‐
cepcionalmente difícil de desenredar. La calidad institucional suele es‐
tar mal medida, y las instituciones podrían simultáneamente afectar y
ser afectadas por la riqueza en recursos. Sin embargo, incluso si los ha‐
llazgos de la literatura transnacional se descartan, varios estudios su‐
bnacionales bien diseñados ofrecen evidencia convincente de que los
ingresos inesperados de recursos han conducido a una mayor corrup‐
ción, lo que sugiere que al menos bajo ciertas condiciones, la riqueza
en recursos puede perjudicar a las instituciones gubernamentales.

Este hallazgo tiene implicaciones de política preocupantes. Muchos
profesionales coinciden —implícita o explícitamente— con el argu‐
mento de Mehlum et al. (2006) de que los países en desarrollo necesi‐
tan instituciones sólidas y eficaces para convertir su riqueza en recur‐
sos naturales en un crecimiento amplio y sostenible. Sin embargo, si
estas instituciones mediadoras resultan dañadas por los ingresos ines‐
perados de recursos, escapar de una maldición de los recursos se
vuelve mucho más difícil.

RECURSOS Y GUERRA CIVIL

La tercera rama principal de investigación examina los efectos de la ri‐
queza en recursos naturales sobre la guerra civil. En algunos aspectos
se asemeja a las otras ramas: reúne trabajo cuantitativo transnacional
y estudios de caso cualitativos e informados teóricamente (Collier &
Sambanis 2005, Kaldor et al. 2007, Omeje 2008); la mayoría de los estu‐
dios publicados identifican un efecto nocivo, aunque condicional; y no
hay consenso sobre los mecanismos causales.2

Hay, sin embargo, tres diferencias importantes entre esta y las otras
dos ramas. Primero, otros tipos de recursos naturales parecen impor‐
tar. Solo el petróleo se correlaciona consistentemente con menos demo‐
cracia y más corrupción, pero tanto el petróleo como otros recursos
minerales se han asociado estadísticamente con el inicio o la duración
de la guerra civil. Estos recursos incluyen los diamantes aluviales (Ross
2003, 2006; Lujala et al. 2005), otras piedras preciosas aluviales (Fearon
2004), otros minerales no combustibles (Collier et al. 2009, Besley &
Persson 2011, Sorens 2011) y bienes de “contrabando” como las hojas
de coca (Angrist & Kugler 2008). El papel de la madera en varios con‐
flictos violentos se ha explorado a nivel de estudio de caso (Price 2003,
Harwell et al. 2011). Aun así, la relevancia de los recursos no combusti‐
bles está lejos de estar zanjada; Ross (2006) señala que la correlación
entre los diamantes aluviales y la guerra civil se basa en un puñado de
conflictos de los años 1990 y es estadísticamente frágil.



La segunda diferencia es que los efectos de la riqueza en recursos so‐
bre la guerra civil parecen ser no monótonos. Los efectos de la riqueza
petrolera sobre el gobierno autoritario y la corrupción parecen ser
aproximadamente lineales: más petróleo conduce a peores resultados.
Pero la relación entre la riqueza en recursos naturales y el inicio del
conflicto violento se asemeja en cambio a una U invertida: a medida
que aumenta el valor de la riqueza en recursos, el riesgo de conflicto
primero sube y luego baja (Collier & Hoeffler 1998, Basedau & Lay
2009, Collier et al. 2009, Bjorvatn & Naghavi 2011).3 Las interpretacio‐
nes de este patrón varían, pero la mayoría se asemejan mucho al argu‐
mento original de Collier & Hoeffler (1998) de que cuando la riqueza en
recursos alcanza niveles muy altos se convierte en una fuerza
estabilizadora, que permite al gobierno central…

La tercera diferencia es que la ubicación del recurso importa. Cuando
los estudios no tienen en cuenta la ubicación, a veces no logran encon‐
trar correlaciones significativas entre el petróleo y el conflicto (Bazzi &
Blattman 2013, Cotet & Tsui 2013). Cuando sí tienen en cuenta la ubica‐
ción, los resultados suelen cambiar. Cuando el petróleo se encuentra en
alta mar, no tiene un efecto robusto sobre el riesgo de conflicto de un
país; cuando está en tierra firme, parece tener un gran efecto (Lujala
2010, Ross 2012). La ubicación precisa en tierra firme también marca la
diferencia: es más probable que el petróleo provoque conflicto cuando
se encuentra en regiones pobres en relación con el promedio nacional
(Østby et al. 2009) y pobladas por grupos étnicos marginados (Basedau
& Richter 2014, Hunziker & Cederman 2012); cuando está situado en
una región con un grupo étnico altamente concentrado (Morelli & Roh‐
ner 2014); y cuando los empresarios de minorías étnicas lo utilizan
para promover la resistencia colectiva al gobierno central (Aspinall
2007). Algunos de estos hallazgos también se aplican a los diamantes
aluviales, y todos parecen consistentes con Esteban et al. (2012), quie‐
nes informan que es más probable que la riqueza en recursos desenca‐
dene conflictos en países caracterizados por una intensificada frag‐
mentación y polarización étnica. Cuando los conflictos tienen lugar
cerca de regiones con riqueza en petróleo o diamantes aluviales, tam‐
bién parecen durar más (Lujala et al. 2005, Buhaug et al. 2009, Lujala
2010) y volverse más severos (Weinstein 2007, Lujala 2009, Maystadt et
al. 2014).4

La prominencia de la ubicación ha facilitado que los estudiosos explo‐
ren la relación entre los recursos y el conflicto a nivel subnacional y
empleen estrategias de identificación más satisfactorias. Un estudio en‐
contró que durante la guerra civil de Sierra Leona los cacicazgos con
minas de diamantes sufrieron ataques y batallas más frecuentes (Bello‐



ws & Miguel 2009). Un segundo estudio mostró que los shocks globales
al precio del tantalio fueron seguidos por un aumento de la violencia
en África cerca de las minas de tantalio (Miner 2013). Un tercer estudio
utilizó datos a nivel municipal de Colombia para estimar los efectos de
los shocks de precios tanto del café como del petróleo sobre la severi‐
dad de la violencia rebelde y paramilitar; encontró que los shocks de
precios del café tienden a reducir la violencia en las regiones producto‐
ras de café (quizás al extraer mano de obra del conflicto y llevarla al
sector cafetero), mientras que los shocks de precios del petróleo tien‐
den a aumentar la violencia en las regiones ricas en petróleo (posible‐
mente al crear oportunidades más lucrativas para la depredación)
(Dube & Vargas 2013). Estos últimos hallazgos se asemejan estrecha‐
mente a las implicaciones de un modelo de Dal Bó & Dal Bó (2011) en el
que los shocks exógenos pueden aumentar o disminuir los riesgos de
conflicto, dependiendo de si ocurren en sectores intensivos en mano de
obra o en sectores intensivos en capital.

La importancia de la ubicación también ha facilitado distinguir entre
explicaciones rivales de la correlación recursos–conflicto. Un conjunto
de teorías sugiere que la riqueza en recursos naturales conduce a la
violencia al afectar al gobierno, ya sea haciéndolo administrativamen‐
te más débil y, por tanto, menos capaz de prevenir rebeliones, o au‐
mentando el valor de capturar el Estado y, en consecuencia, inducien‐
do nuevas rebeliones (de Soysa 2002, Fearon & Laitin 2003, Le Billon
2005).

Un segundo conjunto de teorías sostiene que los recursos naturales
conducen al conflicto al afectar a los insurgentes, no a los gobiernos:
los rebeldes de una región étnicamente marginada podrían estar moti‐
vados por la perspectiva de establecer un Estado independiente, de
modo que los ingresos por recursos generados localmente no se com‐
partieran con el resto del país; o los rebeldes podrían financiar los
costos de la rebelión ya sea saqueando el recurso mismo o extorsionan‐
do dinero a las empresas y trabajadores que operan en su territorio
(Collier et al. 2009, Dal Bó & Dal Bó 2011, Ross 2012).

También existe un tercer conjunto de teorías, que se centran en las in‐
teracciones entre gobiernos y rebeldes. El modelo desarrollado por
Besley & Persson (2011) sugiere que las rentas de los recursos aumen‐
tan la probabilidad de conflicto, condicionada a la incapacidad del Es‐
tado para facilitar transacciones pacíficas entre grupos. El modelo de
duración de la guerra civil de Fearon (2004) sugiere que los gobiernos
dependientes de los recursos no pueden hacer compromisos creíbles
de redistribuir la riqueza en recursos a las comunidades locales, por‐
que la volatilidad de los precios de los recursos hace que la fortaleza



del Estado aumente y disminuya; esto les dificulta alcanzar acuerdos
pacíficos con los grupos insurgentes, particularmente cuando los
rebeldes pueden financiarse capturando contrabando.

Si el primer conjunto de teorías es correcto, entonces tanto la riqueza
petrolera en tierra firme como en alta mar debería tener los mismos
efectos inductores de conflicto: debilitar la capacidad del Estado de de‐
fenderse a sí mismo o agrandar el tamaño de su “tarro de miel”. Si el
segundo o el tercer conjunto es correcto, el petróleo debería conducir
al conflicto solo cuando se encuentra en tierra firme, donde puede ser
reclamado por separatistas locales o atacado por rebeldes necesitados
de efectivo. Dado que solo el petróleo en tierra firme está asociado con
mayores riesgos de conflicto, el primer enfoque parece estar equivoca‐
do. El petróleo conduce a la guerra civil, al menos en parte, a través de
sus efectos sobre los grupos insurgentes. Tanto Glynn (2009) como Ken‐
nedy & Tiede (2013) también informan que la vía de la “debilidad del
Estado” no puede explicar el vínculo entre el petróleo y la guerra civil.

Una vez más, varios estudios plantean preguntas sobre si la correla‐
ción recursos–conflicto es realmente causal y si los efectos nocivos de
la abundancia de recursos son mitigados por los beneficiosos. Brunns‐
chweiler & Bulte (2009) abordan ambas cuestiones. Utilizando la medi‐
da del Banco Mundial del stock total de capital natural para instrumen‐
tar la dependencia de recursos, no encuentran correlación con los ini‐
cios de conflicto. Sin embargo, su instrumento solo está disponible para
dos años y 100 países, y su enfoque ha sido cuestionado (Van der Ploeg
& Poelhekke 2010).

Cotet & Tsui (2013) también instrumentan la riqueza en recursos, usan‐
do una medida singular de descubrimientos de petróleo, con una co‐
bertura mucho mejor de países y años. Informan que la riqueza en pe‐
tróleo instrumentada está asociada con inicios de conflicto en un en‐
torno simple de datos combinados de corte transversal y de series tem‐
porales, pero pierde significación en la mayoría (aunque no en todas)
de las especificaciones una vez que se incluyen efectos fijos de país.

Por el contrario, Lei & Michaels (2014) consideran los efectos del descu‐
brimiento de yacimientos petrolíferos gigantes, utilizando modelos que
incluyen efectos fijos de país y de año. Encuentran que estos importan‐
tes descubrimientos de petróleo aumentan la incidencia del conflicto
armado en alrededor de 5–8 puntos porcentuales en comparación con
una probabilidad de referencia de unos 10 puntos porcentuales. En
países con historias recientes de violencia política, el efecto es mucho
más fuerte.



La correlación transnacional entre petróleo y conflicto civil sigue sien‐
do objeto de controversia. Sin embargo, los estudios que incorporan
datos subnacionales sobre la ubicación de los depósitos de recursos in‐
forman de manera consistente un fuerte vínculo entre el petróleo (y a
veces otros minerales) y los inicios de conflicto, particularmente cuan‐
do se centran en países de ingresos bajos y medios y tienen en cuenta
la relación en forma de U sugerida por primera vez por Collier &
Hoeffler (1998).

MIRANDO HACIA ADELANTE

Hay evidencia considerable que respalda tres afirmaciones generales
sobre los efectos condicionados de la riqueza en recursos naturales:
que niveles más altos de ingresos petroleros conducen a gobernantes y
regímenes autoritarios más duraderos; que un mayor ingreso petrole‐
ro aumenta la probabilidad de ciertos tipos de corrupción guberna‐
mental; y que niveles moderadamente altos de riqueza petrolera, y po‐
siblemente otros tipos de riqueza en recursos, tienden a desencadenar
o sostener el conflicto cuando se encuentran en regiones dominadas
por grupos étnicos marginados, particularmente en países de ingresos
bajos y medios.

Es práctica estándar en las ciencias sociales plantear preguntas sobre
la validez de las afirmaciones causales que se apoyan en datos observa‐
cionales. También es posible especificar las condiciones bajo las cuales
una medida de riqueza en recursos —o para el caso, cualquier variable
independiente— pierde significación estadística. Aun así, es difícil en‐
contrar explicaciones alternativas con respaldo empírico para las fuer‐
tes correlaciones entre más petróleo y menos democracia, más corrup‐
ción y más conflicto civil. Hay poca evidencia de que estos resultados
condujeran a una mayor riqueza en recursos; por el contrario, casi con
certeza reducen el ingreso de un país proveniente de su sector
extractivo, volviéndolo menos abundante en recursos.

Hay al menos tres enigmas sin resolver acerca de la maldición de los
recursos. El primero es el alcance del efecto de los recursos. La mayo‐
ría de los investigadores se han centrado en los efectos de la riqueza en
recursos sobre el crecimiento económico o sobre los tres resultados
mencionados anteriormente; pero la base de recursos naturales de un
país también podría estar afectando otras dimensiones de la vida polí‐
tica y social, como la situación de las mujeres (Assaad 2004, Ross 2008,
Do et al. 2011), las tendencias demográficas (Bearce & Hutnick 2011), la
propagación del VIH/SIDA (de Soysa & Gizelis 2013), el conflicto y la co‐



operación internacionales (Ross & Voeten 2012, Caselli et al. 2013, Col‐
gan 2013) y los niveles de transparencia gubernamental (Egorov et
al. 2009, Kolstad & Wiig 2009, Williams 2011).

Los estudiosos que aborden estos temas deberían liberarse de la estre‐
cha cuestión de si existe una “maldición”. Hay muchas preguntas inte‐
resantes sobre las consecuencias de la base de recursos de un país ade‐
más de si el coeficiente de regresión de una variable de “riqueza en re‐
cursos” lleva signo negativo. Los científicos sociales que estudian los
efectos de otros fenómenos importantes —la diversidad étnica, los le‐
gados coloniales, las instituciones parlamentarias, etc.— suelen buscar
conocimiento sobre la gama completa de resultados, ya sean beneficio‐
sos, perjudiciales o ninguna de las dos cosas. El estudio de la riqueza
en recursos debería ser igualmente de mentalidad amplia acerca de
qué constituye un resultado interesante.

Un segundo enigma se refiere a los mecanismos y las condiciones. Mu‐
chos estudios ofrecen teorías sobre los procesos que vinculan los recur‐
sos con diferentes resultados, o sobre las condiciones bajo las cuales es
más probable que ocurran. Sin embargo, pocos han intentado distin‐
guir entre estos mecanismos y condiciones para ver cuáles son válidos.
Distinguir entre estas condiciones y mecanismos es un desafío empíri‐
co, porque a menudo tienen implicaciones observables similares.

Una forma de ganar ventaja sobre esta cuestión sería investigar por
qué diferentes minerales parecen tener efectos diferentes —o, de ma‐
nera más acotada, por qué el petróleo parece tener ciertos efectos
mientras que otros minerales no los tienen. Dado que los minerales va‐
rían en muchas dimensiones potencialmente relevantes —por ejemplo,
en sus características físicas, los ingresos que generan, la volatilidad de
sus mercados, el grado en que están controlados por empresas estata‐
les y la intensidad de mano de obra de sus procesos de extracción— es‐
tas comparaciones podrían ayudar a los investigadores a desarrollar
teorías más generales que expliquen por qué diferentes tipos de recur‐
sos, con diferentes características, conducen a resultados diferentes.

El enigma final es qué se debería hacer. Muchos estudiosos han desa‐
rrollado ideas sobre intervenciones de política, incluida una mayor
transparencia, fondos de estabilización y ahorro, participación comu‐
nitaria, pagos en efectivo a los ciudadanos y sistemas alternativos de
impuestos y regalías (Humphreys et al. 2007, Collier 2010, Barma et
al. 2011, Moss 2012, Ross 2012). Sin embargo, tenemos poco conoci‐
miento sistemático sobre qué políticas funcionan y bajo qué condicio‐
nes. En la última década, la investigación sobre el impacto de las políti‐
cas en otros ámbitos —como la educación y la atención de la salud—



ha avanzado rápidamente; sin embargo, prácticamente no existe traba‐
jo comparable sobre el impacto de las políticas en el sector extractivo.
En los próximos cinco años, un gran número de países de ingresos ba‐
jos y medios, particularmente en África, podría convertirse en exporta‐
dor de petróleo o gas natural. La necesidad de asesoramiento político
basado en evidencia es más urgente que nunca.
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[Nota editorial del compilador.] En el extracto PDF de esta obra se en‐
contraban los marcadores de las notas al pie 2, 3, 4 y 5 en el cuerpo,
pero el texto de esas cuatro notas no fue capturado por la extracción
del documento (el PDF de la versión depositada en eScholarship omite
sus pies de página). Por ello, esas cuatro notas figuran en la traducción
únicamente como marcadores numerados, sin su contenido original
recuperable. El resto de las notas (1, 6, 7 y 8) sí se recuperaron y se
tradujeron íntegramente.

Uso “petróleo” para referirme tanto al petróleo como al gas natural,
y “riqueza (o abundancia) en recursos (o petróleo)” para referirme
al valor de la producción de recursos naturales (o de petróleo) de
un país, sobre una base per cápita.↩

Para otras revisiones de esta literatura, véanse Ross (2004b, 2006),
Koubi et al. (2013) y Cuvelier et al. (2013). Existe además un cuerpo
de investigación separado que pregunta si la escasez de recursos
renovables puede desencadenar conflictos violentos (p. ej.,
Gleditsch 2012, Koubi et al. 2013).↩

No todos están de acuerdo (Humphreys 2005). …sobornar o
reprimir a los posibles rebeldes.↩

Otras condiciones también podrían ser pertinentes. La riqueza en
recursos puede aumentar el peligro de guerra civil solo en las no
democracias (Besley & Persson 2011, Basedau & Richter 2011);
cuando los grupos rebeldes tienen restricciones de crédito (Janus
2012); o en países de ingresos bajos y medios, particularmente
desde los años ochenta (Ross 2012).↩
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